	En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, 
viembre del año dos mil once, los Señores Vocales del Superior Tribunal de Justicia, Dres. Sergio Ricardo González, Clara D.L. de Falcone, José Manuel del Campo, María Silvia Bernal y Sergio Marcelo Jenefes, bajo la presidencia del primero de los nombrados, vieron el Expte. Nº 7450/10, caratulado: "Recurso de Casación e inconstitucionalidad interpuesto en el Expte. Nº B-188.125/08 (Sala III - Cámara Civil y Comercial) Ordinario por daños y perjuicios: G., A. S. c/ Editora S.A." 

El Dr. González dijo: 

La Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial hizo lugar a la demanda promovida por la Dra. A. S. G. -titular del Tribunal de Familia- en cuyo mérito condenó a Editora S.A. (Diario El Tribuno) a pagarle, en concepto de indemnización por daño moral, la suma equivalente a tres salarios de los que la actora percibe por su desempeño en ese cargo, "incluyendo todos los adicionales con excepción de los descuentos de ley", mas intereses y costas. 

Del informe de fs. 245, resulta que ese salario es de $ 13.997,65, de modo que la condena asciende a $ 41.992,95. 

Consideró el sentenciante que las publicaciones periodísticas en el diario de la demandada de los días 27 de febrero, 1º de marzo y 16 de abril de 2008, denunciadas como lesivas por la actora, eran ciertas y agraviantes a su honor y honra. Con cita de lo resuelto por este Tribunal en el Expte. 1817/08, caratulado "Actuaciones referentes a publicación del diario El Tribuno, relacionada con la tenencia de menores", determinó que esas publicaciones revelaban ejercicio imprudente del derecho de informar, pues la accionada no había verificado la veracidad de las imputaciones que implicaban ni reservado la identidad de la Juez interviniente. También estimó que las crónicas en cuestión no eran merecedoras del espacio periodístico, porque no excedía del interés individual de la denunciante ni era atinente, en modo directo, a la comunidad y que, en la forma en que habían sido relatadas, podían ocasionar una gran preocupación en el ánimo del lector desprevenido que confía en la protección del funcionamiento de la justicia. 

Estableció que de las causas que dieron motivo a la denuncia periodística surgía que las partes no estuvieron indefensas y ponderó que el acierto de las decisiones judiciales en ellas recaídas debía revisarse a través de los recursos pertinentes. No obstante, el periódico se hizo eco de la crítica de los denunciantes sin verificar su acierto. 

En concreto, después de precisar conceptos en torno a los derechos en conflicto y de puntualizar que el caso no se asimilaba al del funcionario público, concluyó que hubo culpa de la demandada por el ejercicio imprudente del derecho a informar. Precisó los recaudos que debió cumplir a la luz de la doctrina Campillay y de la real malicia establecida por la C.S.J.N. 

En contra de esa sentencia, promueve la demandada, representada por el Dr. Jorge Adrián Ripoll, recursos de casación y de inconstitucionalidad. 

Afirma que las denuncias publicadas no son agraviantes, no exhiben desborde que pueda afectar la honra u honor de nadie ni tienen la gravedad que se les atribuye. 

Se agravia del fallo argumentando que se sustenta en fundamentos aparentes, resulta incongruente, vierte apreciaciones arbitrarias que son contrarias a la doctrina y jurisprudencia en torno a la materia, desatiende la realidad, desconoce jurisprudencia local e imputa negligencia al periodista atribuyéndole obligaciones que no están a su cargo. Invoca, diciéndolos coartados por el fallo que recurre, la libertad de expresión y el derecho de acceso a la información, resaltando que, en el sistema democrático de la República, no existe el derecho de imprenta. Critica, además, el monto de condena al que considera excesivo, denunciando conculcados el derecho de defensa y el de propiedad. 

A fs. 23 se tuvo por subsumido el recurso de casación en el de inconstitucionalidad, corriéndose traslado de éste a la actora. Compareció a contestarlo, en su representación, el Dr. Gustavo Alfonso Araya. Niega arbitrariedad, afirmando que la sentencia recurrida hace correcta aplicación de las normas legales vigentes y que los supuestos agravios del recurrente sólo exhiben su discrepancia respecto de fundamentos serios y suficientes. Remarca que la Sala sentenciante es soberana en la valoración de la prueba y que la concretada en la sentencia no admite reparos. Reconoce como incuestionable la garantía de la libertad de expresión, pero afirma que ello no significa que el periodismo quede exento del deber de reparar los daños causados por la difusión de noticias falsas o erróneas o que invadan la privacidad, pues esa libertad no significa impunidad. La demandada avanzó sobre el derecho al buen nombre y consideración pública de la actora, poniendo un manto de sospecha sobre su actuar y la objetividad e imparcialidad de sus decisiones en causas que involucran a menores de edad. 

Las fechas de las publicaciones dan cuenta de la intención de desacreditar a la Magistrada de modo sistemático, con notoria despreocupación por verificar la realidad de los hechos denunciados. Evoca doctrina y jurisprudencia que estima predicables al caso. 

A fs. 39/42 emitió dictamen la Sra. Fiscal General adjunta en sentido adverso al recurrente. Considera que -tal como lo señala la Sala sentenciante- este Tribunal tuvo oportunidad de referirse al tema objeto de las publicaciones en la causa Nº 1817/08. Considera que el fallo es derivación razonada del derecho vigente, las objeciones del recurrente sólo constituyen simples discrepancias y pretende improcedente revisión de la prueba rendida en la causa. También desestima el agravio por el monto de condena, pues su determinación "resulta resorte exclusivo del magistrado sentenciante y ajustado a las circunstancias que originaron su imposición". 

Consentida la integración del Tribunal, corresponde sin más pronunciarnos. 

Tal como lo expresa el sentenciante, el caso devela la tensión entre el derecho personalísimo a la honra y al honor que denuncia lesionados la actora, y los de expresión e información que invoca la demandada. Todos, por cierto, de hondas raíces en la Constitución de la Nación y en los Tratados Internacionales que, incorporados a ella con la reforma del año 1994, tienen su jerarquía. Unos y otros merecen el debido amparo a la luz de los preceptos que los consagran (arts. 14, 32, 33 y ctes. de la Constitución Nacional; V y ctes. del Pacto de San José de Costa Rica; 12, 19 y ctes. de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 17, 19 y ctes. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) por lo que denunciada -como en el caso- su colisión, no siempre es fácil vislumbrar el límite -a veces de muy sutiles trazos- entre el ejercicio plausible del derecho a la información -que integra el abanico de derechos comprendidos en la libertad de expresión- y el reprochable abuso de él con el consecuente menoscabo de la esfera de derechos personalísimos de quien se dice agraviado (art. 1071 del C.P.C.). Corresponde a los jueces, pues, concretar una interpretación axiológica que los armonice, atendiendo el fin perseguido por el constituyente al consagrarlos. Conforme quedó reseñado líneas arriba, este caso llega a nuestro conocimiento porque mientras la recurrente entiende que la sentencia fijó ese límite restringiendo injustificadamente su derecho a informar -y el correlativo derecho a informarse de los lectores de ese diario- la recurrida la considera inatacable insistiendo en que su contraria desbordó el límite al que debió ceñirse con menoscabo de su honra y de su honor. 

Planteada en esos términos, no hay duda que el caso trasunta cuestión constitucional que justifica nuestra intervención conforme lo prevé el art. 8 de la ley 4346. 

Para dar solución al caso, tomo como premisa que la responsabilidad que tratamos es de tipo subjetivo y debe dilucidarse a la luz de los arts. 1109 ss. y ctes. del Cód. Civil, de modo que quien denuncia la responsabilidad que tratamos debe probarla. Descarto, así, el criterio minoritario de quienes, como Pizarro, se inclinan por factor objetivo de responsabilidad reputando riesgosa la actividad de difundir noticias en los términos del art. 1113 del mismo Código. 

Sobre la cuestión, como se sabe, la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos acuñó la responsabilidad subjetiva en la célebre causa "New York Times vs. Sullivan", fallada en 1964, en relación a publicaciones que involucraban la actuación de funcionarios gubernamentales y públicos. Tuvo entonces su carta de nacimiento la teoría de la "real malicia" que requiere, precisamente, la prueba de su configuración. A contrario sensu, deben reputarse libre de condena los comentarios lesivos que involucren a funcionarios públicos, salvo que se acredite la falsedad de las declaraciones y el conocimiento de tal falsedad por el autor de la publicación o, en su caso, que medió imprudente y notoria despreocupación en investigar tal circunstancia. Tiempo después ese criterio se amplió -en la jurisprudencia norteamericana- a quienes, sin ser funcionarios, resultaban personajes públicos y, más tarde, se aplicó a acontecimientos o materias de interés público aún cuando sus protagonistas no fueran ni funcionarios ni famosos ("Rosenbloom versus Metromedia" y "Philadelphia Newspapers versus Heps"). 

En nuestro ámbito, la Corte Suprema de Justicia de la Nación adoptó de esos precedentes la teoría de la real malicia y fijó el estándar de la responsabilidad que ella conlleva al resolver, en 1986, el caso "Campillay c. La Razón", (Fallos: 308:789) en el que, por mayoría, confirmó la condena a indemnizar el daño moral reclamado por el actor, a la vez que sentó una regla de exclusión de responsabilidad de los medios de prensa, aun cuando afectaran el honor de terceros. Precisó que "un enfoque adecuado a la seriedad que debe privar en la misión de difundir noticias que puedan rozar la reputación de las personas -admitida aun la imposibilidad práctica de verificar su exactitud- imponía propalar la información atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente, utilizando un tiempo de verbo potencial o dejando en reserva la identidad de los implicados en el hecho ilícito". 

La relevancia de ese pronunciamiento en el tratamiento de la cuestión fue remarcada por la propia Corte al pronunciarse en "Roviralta, Humberto c/ Editorial Tres Puntos S.A. s/ daños y perjuicios" (Fallos: 327:789) y "Donatti, Claudio c/ Editorial Jornada S.A." (fallos: 319:2965), por lo que a la luz de sus postulados cabe analizar y resolver el caso que nos convoca. 

En lo medular, la sentencia aquí recurrida da por sentada la falsedad de la noticia y, con cita del voto del Dr. Fayt en "Campillay", postula que si bien el periodista no está obligado por noticias falsas en tanto identifique la fuente y se limite a la simple reproducción imparcial y exacta de la noticia, en tanto la fuente (la denunciante) no era objetiva (como que era parte en los juicios objeto de la crónica), debió verificar la veracidad de sus dichos. 

De su lado, la recurrente postula que, identificada la fuente y redactada la crónica evitando cualquier apreciación que pudiera atribuirse al periódico (destaca que citó textual los dichos de la denunciante entrecomillándolos) no hay responsabilidad de su parte. Con apoyo en el mismo precedente "Campillay" postula que los recaudos fijados por el Alto Tribunal para eximir de responsabilidad al medio periodístico son alternativos, de modo que no cabe atribuírsela si se individualiza la fuente de información o se utiliza un verbo potencial o se reserva la identidad del implicado. 

En una primera aproximación, diré que el principio es el que enuncia el recurrente. 

En efecto, en la causa "Acuña" (Fallos 319:2965) la misma Corte volvió a precisar el alcance del estándar fijado en "Capillay". Refiriendo a él, consideró que "un órgano que difunde una información que podría tener entidad difamatoria para un tercero, no responde civilmente por ella en los supuestos en que omita la identidad de los presuntamente implicados, o utilice un tiempo de verbo potencial, o por fin, propale la información atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente". 

No hay duda, entonces, que en cualquiera de esos alternativos supuestos, la responsabilidad debe descartarse. 

Avanzando en el análisis, cabe ahora establecer si -como lo considera el a-quo- el hecho de que la fuente no sea objetiva, obliga a sumar alguno de los otros dos recaudos (usar el verbo potencial o reservar la identidad del involucrado). 

Entiendo que no. 

También la Corte da respuesta a este interrogante en dos precedentes. Así, en "Triacca, Alberto Jorge c/ Diario La Razón ..." (Fallos:316:2417) resolvió, respecto a la indicación de la fuente, que "el informador, al precisar aquélla, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores atribuirlas no al medio a través del cual las han recibido, sino a específica causa que las ha generado". En tanto en la ya citada causa "Acuña", ponderó que no resultaba obstáculo para la aplicación de la doctrina de "Triacca" el hecho de que se trate de una fuente anónima. "Ello así -dijo el Tribunal- pues uno de los objetivos que subyace a la exigencia de citar la fuente contenida en la jurisprudencia de la Corte, consiste en que el informador, al precisar aquella, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores atribuirlas no al medio a través del cual las ha recibido, sino a la causa específica que las ha generado ...". 

Siguiendo esos postulados, analizado en detalle el tenor de las publicaciones denunciadas como lesivas (fs. 5, 6 y 7 del principal), concluyo que la responsabilidad del medio periodístico que las difundió debe descartarse. 

En efecto, en las tres crónicas resulta indubitable no sólo la fuente (se identifica a los denunciantes con nombre, apellido e imagen fotográfica), sino la calidad de partes en las respectivas causas judiciales a las que aluden. 

La redacción de las tres crónicas tampoco dejan dudas acerca de que todo cuanto en ellas se difunde es atribuible a las fuentes y ajeno a la opinión o apreciación del periodista o del medio. Así, en la de fojas 3, la crónica comienza diciendo que "una locutora de nuestro medio se encuentra angustiada después de perder la tutela de sus hijos ..." que "desesperada reclama la restitución de la tenencia ...." Que "no encuentra justificativos para que la Jueza A. S. G. haya dictaminado un allanamiento a su domicilio ..." que "reclama la restitución de las pequeñas ... " que "...según relató a El Tribuno..." que "... R.no entiende..." que "Según explicó a este Diario ..." que "Agregó que..." que "dijo no entender cómo la jueza ..." que "Se mostró angustiada porque como madre o tutora..." (en algunos tramos la transcripción es textual y los párrafos están entrecomillados). 

En la nota de fs. 6, después de nombrar a E. I. G. y a B. S. O., expresa la nota que "...denunciaron que la familia fue fragmentada por haberlos separado de sus hijos tras un fallo de la juez S. G. ..." que "G. aseguró no entender el fallo ..." que "G. dijo que vivían ...." Que "la jueza S. G., según dijeron, ordenó la expulsión ..." que "...la pareja dijo tener apoyo de vecinos ..." 

Similar tenor exhibe la nota fs. 7. 

Los títulos de las crónicas que transcribe la sentencia no alcanzan para modificar lo dicho pues no hacen más que reflejar el parecer de la fuente y, en todo caso, expresan una aceptable síntesis de su contenido para a los efectos de atraer su lectura sin que pueda de él inferirse comentario, acotación o interpretación del desempeño la Jueza sino, en todo caso, del actuar o el sentir de los denunciantes. 

Siendo así, para el lector resultaba indubitable la parcialidad y subjetividad de la fuente, elemento clave para hacer mérito de la noticia y -en términos de la Corte, "formarse un juicio certero acerca del grado de credibilidad que merecían las imputaciones que allí se hacían ..." ("Acuña") 

Es predicable entonces cuanto dijo el Máximo Tribunal en ese mismo precedente: "la invocación de una fuente y la transcripción sustancialmente fiel de la noticia emanada de ella priva de antijuridicidad a la conducta ...". 

Cabe ahora analizar si, como lo sostiene el a-quo, esa doctrina no es aplicable a la actora porque su situación no es la de los funcionarios públicos, en tanto a los jueces no les cabe salir a defender sus sentencias ni ejercer el derecho de réplica.Es cierto que el recaudo para atribuir responsabilidad tratándose de publicaciones lesivas de derechos personalísimos es distinto según se trate de publicaciones concernientes a la función pública o de una noticia de carácter difamatorio de un particular. Como quedó dicho, en el primer caso, se debe probar que la información se brindó a sabiendas de su falsedad o con total y negligente despreocupación acerca de su veracidad (teoría de la real malicia) en tanto en el segundo, basta la "negligencia precipitada" o la "simple culpa" (C.S.J.N. Dahlgren, Jorge Eric c/ Ed. Chaco S.A. y otro 319:2925). 

Entiendo que, en el caso, en tanto la noticia se ciñe a la publicación de la actuación de la actora como Juez de las causas judiciales objeto de la crónica, no encuentro justificado equipararla a un ciudadano común pues se trata -en palabras del Juez Maqueda, de "su esfera de actuación pública" ("Patitó c/Diario La Nación" Fallos: 331:1530). Porque los jueces en el ejercicio de nuestro ministerio somos parte de ese universo, ha reiterado la Corte, en sentencia de larga data (30/10/1967) que "ningún funcionario, ni siquiera los jueces, gozan del privilegio de estar exentos de la crítica" (Fallos 269:200). 

Siendo así, debió la actora probar que el medio periodístico conocía cabalmente la falsedad de las noticias o que obró con notoria despreocupación por su veracidad, lo que no hizo. Las apreciaciones del fallo para dar por sentada la malicia de la demandada, no son más que simples inferencias a partir del daño denunciado, pero no hay certeza que permita postular que el medio conocía de la falsedad que se imputa a las crónicas o que fue negligente en averiguarla. Repárese que "la sola evidencia de daño no hace presumir la existencia del elemento subjetivo en la responsabilidad profesional del periodista o del periódico" (C.S.J.N. en "Patitó"). 

Tampoco advierto campaña difamatoria.Ni las tres publicaciones denunciadas son tantas ni considero significativo que se hayan sucedido en un lapso relativamente breve. En otro orden, la valoración del grado de interés de las noticias o la conclusión de que éstas fueron difundidas para "generar más escepticismo en la sociedad respecto de la calidad del servicio de justicia que presta el Estado y a agudizar las suspicacias sobre la idoneidad de los jueces" son apreciaciones subjetivas del juzgador que en modo alguno pueden dar sustento a la condena. 

En cuanto a la omisión de verificar la verdad de los dichos de los denunciantes, cabe precisar que "... cuando se individualiza la fuente, quien difunde la noticia no se hace cargo de su veracidad, no la hace propia, ni le agrega fuerza de convicción. De otro modo, el ejercicio del derecho garantizado por los arts. 14 y 32 de la Constitución Nacional estaría sujeto a que la prensa constate previamente y de modo fehaciente la verdad de las manifestaciones de terceros que publica"(del voto del Dr. Maqueda en "Dahlgren"). 

Queda, por último, referir a lo actuado por este Tribunal en el Expte. Nº 1817/08, caratulado "Actuaciones referentes a publicación del diario El Tribuno, relacionada a tenencia de menores". 

Como bien apunta el a-quo, esas actuaciones se iniciaron a instancia del Sr. Fiscal General y con motivo de las publicaciones en el matutino de la demandada respecto a la situación de las hijas de D. R. En ellas, como Presidente de este Tribunal y en ejercicio de las funciones de Superintendencia compartí el dictamen fiscal agregado en copia a fs. 154 del principal y ordené el archivo de la causa (fs. 155). Pero es claro que las apreciaciones críticas de ese dictamen no tienen el sentido que le asigna la sentencia, pues no estaban dirigidas al medio periodístico sino a la fuente: D. R.Porque a ella refería, consideró el Fiscal que los planteos objeto de las noticias debían canalizarse "por conducto de los recurso pertinentes", apreciación que -como bien lo apunta la recurrida- solo resultaba predicable de R. y no del medio periodístico, obviamente ajeno a la causa judicial e impedido, por tanto, de presentar cualquier recurso para canalizar planteo alguno. 

En síntesis y para concluir, por los fundamentos dados entiendo corresponde aplicar al caso la doctrina de la "real malicia", y, en su mérito, eximir de responsabilidad a la demandada, en tanto atribuyó las noticias publicadas a una fuente perfectamente identificable, transcribiendo en forma sustancialmente fiel lo manifestado por aquélla y sin que la actora demostrara que el medio periodístico conocía de la falsedad de los hechos o que fue injustificadamente negligente en averiguarla. 

De compartir mis pares este criterio, corresponde hacer lugar a este recurso para revocar, en todos sus términos, la sentencia cuestionada. 

En cuanto a las costas, la singularidad del tema en debate y los atendibles argumentos de ambas partes, me llevan a la convicción de que la vencida ha litigado con algún derecho y de buena fe, por lo que entiendo cabe en el caso prescindir del principio general de la derrota que consagra el primero párrafo del art. 102 del C.P.C. para distribuirlas por el orden causado. 

En cuanto a los honorarios profesionales, con ajuste a las previsiones del la ley de aranceles 1687, en mérito a la calidad, eficacia y extensión de la labor profesional desarrollada (art. 4 inc. c); el interés económico comprometido en la instancia (art. 4 inc. a) el resultado obtenido (art. 7), la participación de cada letrado (art. 10) y las escalas de los arts. 6 y 11, propongo regular los honorarios profesionales de los Dres. Jorge Adrián Ripoll, Matías Gauna y Gustavo Alfonso Araya por la actuación en la instancia de grado, en las sumas de . pesos ($ .), . pesos ($ .) y . pesos ($ .), respectivamente. Y por la actuación en esta instancia de los Dres.Jorge Adrián Ripoll y Gustavo Alfonso Araya, en las sumas de . pesos ($ .) y . pesos ($ .) respectivamente. En todos los casos, más el impuesto al valor agregado de corresponder. 

Tal es mi voto. 

Los Dres. de Falcone, del Campo, Bernal y Jenefes, adhieren al voto que antecede. 

Por lo expuesto, el Superior Tribunal de Justicia, 

Resuelve: 

1. Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad promovido por el Dr. Jorge Adrián Ripoll en representación de Editora S.A. En su mérito, revocar la sentencia dictada por la Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial, el 22 de abril de 2010 y rechazar la demanda de indemnización de daños y perjuicios promovida por A. S. G. en contra de la recurrente. 

2. Imponer las costas de ambas instancias por el orden causado. 

3. Regular los honorarios profesionales de los Dres. Jorge Adrián Ripoll, Matías Gauna y Gustavo Alfonso Araya, por la actuación en la instancia de grado, en las sumas de . pesos ($.), . pesos ($ .) y . pesos ($ .), respectivamente, más el impuesto al valor agregado, de corresponder. 

4. Regular los honorarios profesionales de los Dres. Jorge Adrián Ripoll y Gustavo Alfonso Araya, por lo actuado en esta instancia, en las sumas de . pesos ($ .) y . pesos ($.) respectivamente, más el impuesto al valor agregado, de corresponder. 

5. Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dr. Sergio Ricardo González; Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes. 

Ante mí: Dra. Alejandra María Luz Caballero - Secretaria Relatora. 


